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Los órganos constitucionales autónomos son una figura jurídica de reciente incorporación en 
nuestro sistema político nacional, aunque su concepto doctrinal data de finales del siglo XIX 
en obras del tratadista jurídico alemán George Jellinek, pero en América Latina se empezó 
a teorizar sobre ellos en los años sesenta del siglo pasado, en trabajos desarrollados por el 
jurista argentino Germán Bidart, quien cuestionó su estatus jurídico, ya que dichos órganos 
asumen funciones que antes desarrollaba alguno de los tres poderes públicos descritos en la 
Teoría Clásica de la División de Poderes de Montesquieu, la cual es la base para la mayoría 
de los modelos de estado occidentales, como es el caso de México. Bidart preguntó el porqué 
no llamarles de una vez poder público y dejar de simular que no lo son, aunque de facto, se 
conviertan en un cuarto poder al asumir funciones correspondientes a estos, las cuales se les 
trasladaron para tratar de disminuir la presión de que es objeto el Estado, por acusaciones 
sobre su actuar corrupto y poco favorecedor hacia el desarrollo. En nuestro país, de manera 
general, estos órganos empezaron a incorporarse a principios de los años noventa; sin embargo, 
los resultados de su desempeño están lejos de verse reflejados a favor del desarrollo y en la 
disminución de la corrupción institucional, lo anterior por los procesos partidizados para su 
integración, los cuales diluyen su autonomía y solo resultan ser un mecanismo de simulación, 
por lo que requieren ser modificados.
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Abstract
The autonomous constitutional bodies are a legal figure of recent incorporation in our national 
political system, although its doctrinal concept dates from the late nineteenth century in works 
of the German legal scholar George Jellinek and in Latin America began to theorize about them 
in the 1960s last of the century in works developed by the Argentine jurist German Bidart, who 
questioned their legal status, since these bodies assume functions previously developed by 
one of the three public powers described in the Classical Theory of Montesquieu’s Division 
of Powers, which is basis for most western state models, as is the case in Mexico. Bidart 
questioned why not call them at once public power and stop pretending that they are not, but 
they become de facto a fourth power to assume functions corresponding to these, which were 
moved to try to reduce the pressure that The State is subject to accusations about its corrupt 
and unfavorable development. In our country, in general, they began to be incorporated at 
the beginning of the nineties, however, the results of their performance are far from being 
reflected in favor of development and in the reduction of institutional corruption, all this due to 
the partisanship processes, which dilute their autonomy and only result in being a simulation 
mechanism, so they need to be modified.
Key words: Constitutional bodies, Mexican State, corruption, national development.
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Introducción
Los Órganos Constitucionales Autónomos del Estado (OCAE) son una figura jurídica 
de reciente incorporación21 a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM). No tienen antecedentes en el modelo de Estado con división en tres poderes 
públicos (Legislativo, Ejecutivo y Judicial), concebido para nuestra nación al momento de 
la expedición de nuestra actual Carta Magna, ni en sus antecesoras. Su creación parece 
ser más producto de acuerdos políticos que de reflexiones teórico-jurídicas. Su génesis ha 
obligado a alterar el modelo de Estado y sus marcos jurídicos e institucionales, para darles 
algún tipo de sustento legal, en razón de que asumen atribuciones antes encomendadas a 
algunos de los poderes públicos, lo que de facto los convierte en un poder más, lo anterior 
aun cuando el artículo 49 de la CPEUM no los contempla como tales, ya que este impone: 
“El Supremo Poder de la Federación se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y 
Judicial” (CPEUM 1917, p. A. 49), lo que ha sido justificado al modificar diversos artículos 
de la CPEUM. Sin embargo, su inclusión parece confrontar a la Constitución consigo 
misma, lo que hace debatibles las modificaciones, aún y cuando estas se han validado a 
través de criterios emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El tema impone 
cuestionamientos sobre la utilidad real que han tenido estos órganos en el combate a la 
corrupción y en el impulso al desarrollo. La relación que estos guardan con el desarrollo se 
establece a través de las razones siguientes:
Primera: el Estado es algo insoslayable para los humanos, aun cuando algunos 
pretendan negar o desestimar su existencia. Las ideas respecto a una sociedad sin Estado, 
fundadas en que los humanos son capaces de vivir naturalmente en armonía, están 
relacionadas con el mundo utópico y no con el real, ya que la sola convivencia en grupo, aún 
sin leyes escritas, supone un orden natural aceptado por todos, ese orden es la representación 
no perceptible del Estado.
Segunda: el desarrollo no es fortuito ni desordenado, surge de un proceso que incluye 
acuerdos, reglas, planeación, organización, dirección, etcétera. Este proceso necesita ser 
conducido por un ente reconocido por todos, o casi todos los habitantes, ese ente es el Estado, 
21 El primero data de 1992, sin considerar a las instituciones educativas públicas de nivel superior que lo son desde 
1980.
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el cual requiere de un marco jurídico e instituciones para mediar con la sociedad, y ninguna 
de ellas que haya alcanzado niveles notorios de desarrollo lo ha hecho sin la conducción 
de alguna forma de Estado, el cual es producto de un acuerdo entre partes divergentes para 
compartir ordenadamente un espacio; por lo tanto, siempre será modificable cuando deje 
de cumplir las expectativas de sus asociados, lo que da cuenta de que la base para cualquier 
modelo de desarrollo es la existencia de alguna forma de Estado.
Tercera: la longevidad del Estado Mexicano y los males político-sociales que le aquejan, 
ha generado en este la necesidad de modificar parte de sus instituciones en un intento por 
prevalecer, antes que aceptar debatir sobre su transformación, para adecuarse a la sociedad 
presente, la cual es diferente a la de 1917. Parte de esas modificaciones son los OCAE, tema 
complejo e inacabado, que requiere perfeccionar su contexto jurídico y los procesos para 
integrarlos, los cuales están partidizados, lo que pone a debate su autonomía y el sentido de 
sus resoluciones, el cual podría estar viciado de origen. Así, se desprende la justificación para 
relacionar a los OCAE con el desarrollo, bajo las premisas: cualquier modelo de desarrollo 
requiere de un orden para lograr sus metas, y cualquier modelo de Estado requiere de 
impulsar el desarrollo para evitar fracasar.
1. Antecedentes
Entre los primeros trabajos sobre los OCAE en Latinoamérica, el de Bidart (publicado en 
Argentina, 1967) los definió como: “Órgano extrapoder, u órganos extrapoderes […] no 
situados en […] alguno de los tres poderes clásicos del Estado […] ¿Por qué no llamarlos 
poderes?, poseen competencias específicas y trascendentes” (Bidart; como se citó en Sagüés, 
2007, p. 301). Bidart tenía la intención de dejar de lado la simulación respecto a los OCAE, 
que deriva de no reconocérseles como poder público aún y cuando se les traspasan facultades 
que estos detentaban. Sagüés señala:
Escenario similar al mexicano, a donde estos órganos tampoco están sujetos a 
ninguno de los poderes clásicos, pero tienen atribuciones cuyas resoluciones 
impactan a éstos, lo que los equipara con otro poder público, denotan un 
rompimiento en el esquema constitucional, ajustado, más con base a criterios 
políticos que jurídicos (Sagüés, 2007, p. 301).
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Las ambigüedades jurídicas acusadas por Bidart y Sagüés exhiben al Estado y a la 
Constitución como rebasados por las circunstancias, y muestran una particularidad de 
los gobiernos de la región, quienes prefieren hacer enmiendas jurídicas insuficientes y 
contradictorias, antes que modificar al Estado para dar una solución certera a los asuntos de la 
corrupción y el desarrollo.
Cárdenas refiere: “Contribuyen en el contexto del Estado moderno, a la 
despartidización, descorporativización y democratización del Estado” (Cárdenas, 2000, p. 
17), y agrega dos aspectos: primero, el término “característica de Estados modernos”, lo 
cual puede entenderse como que son Estados distantes al momento en que se redactaron 
sus constituciones; segundo, la frase “contribuirán a reducir los efectos perniciosos del 
partidismo, del corporativismo y a mejorar la democracia”, esas potencialidades se acotan por 
el proceso partidizado para su integración que diluye su posibilidad para reducir y mejorar lo 
señalado. Cárdenas abundaría:
Las transiciones a la democracia en América Latina […] consistieron en su faceta 
institucional en modificaciones parciales al entramado jurídico, sin que hayan 
implicado una transformación sustantiva de los regímenes y los Estados […] ¿los 
OCAE pueden servir para que el Estado latinoamericano gane en legitimidad, 
democracia, eficiencia y eficacia? Podrían apoyar para ello, sin embargo […] 
se requiere que sean democráticos, legítimos y vinculados con sus sociedades 
(Cárdenas, 2015, p. 209).
Además, señala que las fallas en las transiciones Latinoamericanas han llevado a sus estados 
a recurrir a los OCAE en busca de legitimidad, sin lograrlo, ya que dichos órganos no son 
democráticos ni están vinculados a sus sociedades. Fernández los justifica indicando:
La mayoría de las funciones públicas emergentes se han encomendado a organismos 
distintos de los tradicionales del Estado. Se les confiere autonomía. Se suman a 
los Poderes tradicionales. La doctrina los identifica como aquellos previstos en 
la Constitución, no adscritos a ninguno de los poderes y, que en la materia de su 
competencia, son la máxima autoridad del Estado (Fernández, 2000, p. 5).
Habla de funciones públicas emergentes, lo que puede ser interpretado como que las 
atribuciones conferidas a los OCAE son nuevas, lo cual es impreciso, ya que alguno de los 
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tres poderes las soslayaba (o lo hacía), lo que hace del término emergente una justificación a 
la negligencia o incompetencia del Estado. Gil señala:
Parecen romper la teoría de la división del poder de Montesquieu, sin que dicha 
teoría haya sido concebida rígida, como erróneamente se ha interpretado y 
entendido. Es posible que una nueva concepción de poder acepte la existencia de 
Órganos Autónomos, que no pertenecen a ningún poder, bajo una idea de equilibrio 
constitucional (Gil, 2000, p. 11).
Gil deja en claro que esa división no es de una rigidez tal que no pueda modificarse; por 
el contrario, los OCAE podrían ser un factor de equilibrio entre poderes, lo que podría ser 
una solución al desequilibrio existente en la praxis de dicha división, ya que uno de ellos, 
el Ejecutivo, influye sobre decisiones de los otros dos. Si los OCAE se establecen para 
nivelar ese desequilibrio serán una herramienta democrática pertinente; pero si solo abonan 
al desequilibrio, serán de nula utilidad para la democracia. Gil propone: “La reforma de 
los artículos 49 y 116 de la CPEUM, relativos a la división de poderes para encuadrar 
constitucionalmente a los OCAE” (Gil, 2000, p. 11); con ello va directo a la solución sobre 
el rompimiento del modelo clásico de la división de poderes, abriendo el debate sobre su 
reconocimiento como cuarto poder público, ya que, al asumir atribuciones que anteriormente 
estaban reservadas a uno de los poderes, se convierten de facto en poder, en lo que coincide 
con Bidart. Carbonell señaló como características de los OCAE:
Creados en el texto constitucional; atribuciones determinadas constitucionalmente; 
el legislador debe dotarlos de efectividad a través de normas secundarias; funciones 
esenciales en los Estados modernos; no adscritos o subordinados a ningún poder; 
sus actos y resoluciones son revisables por las instancias jurisdiccionales (Carbonell, 
2006, p. 105).
Coincide con otros autores en tratar de establecer una tipología y resalta su carácter 
constitucional por estar inscritos en la Constitución, pero sin señalar (como Bidart y Sagüés) 
sobre la pertinencia de llamarles poder público, aunque implícitamente les reconoce dicha 
condición.
Ackerman en dos momentos se ha referido a los OCAE: en el primero analiza los casos 
del Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional de Derechos Humanos y la Auditoría 
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Superior de la Federación (Ackerman, 2007), de estas tres instituciones, las dos primeras sí 
pueden considerarse OCAE, ya que no están subordinadas a ninguno de los podres públicos; 
la tercera no, ya que se encuentra subordinada a la Cámara de Diputados del Congreso de la 
Unión, de acuerdo con el artículo 79 de la CPEUM, el cual señala: “La Auditoría Superior 
de la Federación de la Cámara de Diputados, tendrá autonomía técnica y de gestión en el 
ejercicio de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones” (CPEUM, 1917, p. 76), lo que la hace parte de la Cámara de Diputados y le 
quita la característica básica de los OCAE. En un segundo texto, Ackerman señaló:
De acuerdo con el primer párrafo del artículo 49 de la CPEUM los organismos 
constitucionales autónomos no tienen cabida en el orden jurídico mexicano y 
por tanto no podrían ejercer autoridad pública alguna, sin embargo a surgido una 
corriente de pensamiento jurídico y de interpretación jurisprudencial que les ha 
abierto espacio (Ackerman, 2010, p. 3).
En este segundo texto, Ackerman se enfoca en aspectos teóricos sobre su constitucionalidad, 
pero toma el camino institucional para justificarlos, aún y cuando él mismo refiere al artículo 
49 de la CPEUM, cuyo texto contrasta con las reformas hechas a la propia Constitución y 
puede ser motivo de debate, ya que las corrientes de pensamiento que él invoca han sido 
influenciadas por el momento político-social que prevalecía durante su creación.
Salazar, de igual manera, se refiere en dos textos a los OCAE: en el primero es coautor 
con Salgado y señala: “Han adquirido presencia creciente en México […] responsables 
de tareas estratégicas para el buen funcionamiento del Estado; adquirieron autonomía 
constitucional” (Salazar y Salgado, 2009, p. 591). Exhiben que el Estado no funcionaba 
correctamente y se necesitó sustraerle responsabilidades para corregir la ineficiencia. En su 
segundo texto señala:
La cantidad de reformas al texto constitucional y el alcance de muchas de ellas 
anuncian que, en México, la Constitución no es un instrumento para regular y 
encauzar las relaciones entre los poderes y los gobernados, sino un utensilio de 
los poderosos […] la reformitis puede transmutar la ineficacia constitucional en 
ineficacia de Estado [...] Los defectos en el diseño constitucional mexicano son 
herencia de reformas espaciadas que fueron respuestas a coyunturas, algunas 
justificadas en lo individual, pero caóticas en conjunto (Salazar, 2014, p. 1).
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En este acusa el uso de la Constitución para intereses de los poderosos y la intensión de 
trasladar a los OCAE el desgate político del Ejecutivo, convirtiéndolos en mecanismos de 
simulación. Caballero señala:
“Precisar rasgos comunes a los OCAE está pendiente en el constitucionalismo; las 
reformas que los han introducido no han considerado ubicarlos en un solo rango y 
proponer rasgos comunes que los identifiquen y permitan hacer distinciones en su 
competencia” (Caballero, 2013, p. 153).
“El replanteamiento de equilibrios entre poderes, la renovada participación de 
actores sociales, lejos de controles excesivos del presidencialismo anquilosado y de 
un partido de Estado, dará pauta para estas nuevas formas de ejercicio del Poder” 
(Caballero, 2013, p. 173).
Caballero, al igual que Salazar, es crítico y señala la necesidad de profundizar en el estudio 
jurídico de los OCAE para darles homogeneidad institucional, así como permitir mecanismos 
de participación a la sociedad en decisiones hoy reservadas a los círculos de poder. Resalta 
la necesidad de establecerles un marco jurídico específico, lo que podría ser interpretado 
como una ley orgánica para ellos, a semejanza de la que tienen los poderes del Estado, lo que 
sería correcto para darles certeza jurídica y homologarlos en relaciones laborales, derechos 
sociales y desarrollo profesional de sus trabajadores, y evitar vacíos jurídicos al amparo 
de la naturaleza de sus funciones, que sugiere la no pertinencia de permanencias laborales 
rígidas, manteniendo una rotación constante de su personal y favoreciendo la partidización 
de los procesos para su contratación, ya que ello no queda exento de la influencia de quienes 
designaron a sus titulares.
Farah, Guerra y Serrano han escrito en sentido similar a Sagüés, Cárdenas, Gil o 
Carbonell, enfatizando sobre su origen y características. Farah señala:
En razón de la complejidad técnica y sensibilidad social de ciertas áreas han surgido 
órganos que ejercen funciones especializadas. Se incorporó a nuestra Carta Magna 
su existencia sin quedar subordinados a los poderes tradicionales; tienen un rasgo 
constitucional que les otorga autonomía y en equilibrio respecto a dichos poderes; 
representan una transformación del principio de división de poderes (Farah, 2014, pp. 
23-24).
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Los justifica como una redistribución de funciones que no eran atendidas eficientemente 
por el Estado, sin abordar las causas de desatención e ineficiencia, y reconoce su posición 
equilibrada respecto de los poderes del Estado, lo que puede interpretarse como que son 
un cuarto poder. Guerra se enfoca en su naturaleza jurídica, competencias y razones, 
relacionándoles con vicios políticos del Estado, y señala:
El concepto doctrinal que hace referencia a éstos surge a finales del siglo XIX con 
Jellinek, quien maneja una teoría de los órganos constitucionales; replantean la 
teoría de la división de poderes; surgen para: enfrentar efectos de la partidocracia; 
cumplimiento de funciones que no deben estar sujetas a la coyuntura política 
(Guerra, 2014).
Por su parte, Serrano señala:
El Estado mexicano ha experimentado una transformación en su marco institucional, 
al reconocerse constitucionalmente la existencia de órganos dotados de autonomía 
que cumplen funciones de carácter técnico y de control; producto del proceso de 
transición democrática de nuestro país, caracterizado por cambios graduales que 
buscan dejar atrás el ejercicio monopólico del poder. La estructura constitucional se 
ha visto enriquecida con su aparición (Serrano, 2014, pp. 217-218).
El autor atribuye su aparición como un producto del proceso de transición democrática vivido 
por nuestro país, lo cual es parcialmente verdadero porque México, más que un proceso 
de transición, vivió uno de alternancia, ya que en el primero se va más allá del cambio de 
partido político en la titularidad del Ejecutivo, como sucedió entre 2000 y 2012, a donde el 
cambio no significó la modificación a las estructuras jurídicas e institucionales, estas solo 
se flexibilizaron para darle “elasticidad” al Estado, trasladando a órganos presuntamente 
ciudadanizados y con relativa autonomía funciones antes centralizadas en los poderes, 
direccionándoles los asuntos críticos del Estado, y señala que la estructura constitucional se 
ha enriquecido, lo cual es debatible, ya que dicha estructura se ha visto confrontada consigo 
misma al tener que justificar órganos con atribuciones de poder público sin reconocerlos como 
tal. Serrano cita: “La aparición de estos órganos, está ligada a un desprestigio por la actuación 
ineficiente de los órganos centralizados del Estado” (Schmill; como se citó en Serrano 
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2014, p. 2), lo que da razón a que fue una flexibilización y no una transición, ya que en la 
alternancia mexicana se procuró preservar al Estado.
Melo señala: “En la estructura del Estado aparecen organismos autónomos de creación 
constitucional que gozan de amplia autonomía únicamente limitada por la Carta Superior” 
(Melo, 2015, pp. 1-2), lo que exhibe que asumen funciones que estaban a cargo de los poderes 
del Estado, hecho que les da el carácter de poder público. A su vez, Ugalde señala: “Órganos 
indispensables en la evolución contemporánea del Estado constitucional de derecho” (Ugalde, 
2010, p. 1). Sobre el calificativo “indispensables”, sería conveniente especificar si este se 
sustenta en la necesidad de restar presión sobre el Estado, entonces la indispensabilidad solo 
será útil para quienes controlan a este y no para la sociedad. Ugalde advierte: “La evolución 
de la teoría clásica de la división de poderes […] ha permitido que se consideren como una 
distribución de funciones o competencias para hacer más eficaz el desarrollo de actividades” 
(Ugalde, 2010, p. 253). El término “evolución” resulta debatible por las contradicciones 
jurídicas que exhibe.
Su aparición en la CPEUM se ha justificado forzando en el texto constitucional su 
inclusión, con lo que se corre el riesgo de volver ineficiente a la Constitución, al tratar de 
cubrir la ineficiencia del Estado, creando un círculo vicioso entre ambos, ya que si uno 
es ineficiente por consecuencia el otro también lo será, tal como señala Salazar. El debate 
principal sobre los OCAE se encuentra en convertirlos o no en un cuarto poder público y con 
base a ello transformar al Estado para adecuarlo a la realidad presente. Como características 
generales de los OCAE se puede resumir:
1. Son un quiebre en el esquema tradicional de división de poderes.
2. Creación constitucional, ya que están inscritos en la CPEUM.
3. Autonomía, no están subordinados a ninguno de los tres poderes públicos. 
4. Atribuciones, esenciales, específicas, especializadas y estratégicas. 
5. Disminución de facultades al ejecutivo para hacer más eficaz al Estado. 
6. Funcionan como cuarto poder público sin ser reconocidos como tal.
7. Renovada participación de actores sociales.
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2. Sustento jurisprudencial de los OCAE
Las dos últimas décadas del siglo XX estuvieron caracterizadas por una serie de conflictos 
político-sociales, derivados del agotamiento del modelo económico que el país tuvo entre los 
años cincuenta y setenta, los cuales amenazaron la estabilidad del Estado Mexicano, quien 
a diferencia de esos años, no pudo someter a la sociedad con el uso de la fuerza, en razón 
de que esta confrontó al Estado en demanda de mejores condiciones de vida y de una mayor 
participación en la toma de decisiones sobre asuntos públicos. Una presunta vía para el acceso 
a esa toma de decisiones y a un papel activo de la sociedad en la vigilancia sobre el Estado 
son los OCAE. Teóricamente no son parte del sistema republicano, ya que no forman parte 
de sus poderes, ni se someten a ellos, para justificar su inclusión en la CPEUM, la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación se ha pronunciado emitiendo diversas tesis, sentenciado en las 
más relevantes:
Órganos Constitucionales Autónomos. Notas distintivas y características22
1. Surgen bajo una idea de equilibrio constitucional basada en controles de poder, 
evolucionando la teoría de la división de poderes […] deben considerarse una distribución 
de funciones o competencias, haciendo más eficaz […] al Estado. 2. Se establecieron en los 
textos constitucionales, dotándolos de garantías de actuación e independencia en su estructura 
orgánica para que alcancen los fines para los que fueron creados, […] para que ejerzan una 
función propia del Estado que por su especialización e importancia social requería autonomía 
de los poderes del Estado. 3. La creación de este tipo de órganos no altera o destruye la teoría 
tradicional de la división de poderes, […]  la circunstancia de que […] guarden autonomía 
e independencia de los poderes primarios, no significa que no formen parte del Estado 
mexicano, pues su misión principal radica en atender necesidades torales tanto del Estado 
como de la sociedad en general […] como nuevos organismos que se encuentran a la par de 
los órganos tradicionales […] características esenciales: a) […] establecidos directamente 
por la Constitución; b) Deben mantener, con los otros órganos del Estado, relaciones de 
coordinación; c) Deben contar con autonomía e independencia funcional y financiera; y d) 
22 Se transcriben las partes sustanciales de las tesis, para apreciar el criterio utilizado por la Corte para justificar la 
constitucionalización de los OCAE.
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Deben atender funciones primarias u originarias del Estado que requieran ser eficazmente 
atendidas en beneficio de la sociedad (SCJN, 2007, p. 1,647). 
Órganos Autónomos Estatales. Pueden establecerse en los regímenes locales
En la CPEUM no existe precepto que autorice expresamente la creación de OCAE; 
sin embargo, atendiendo a la evolución de la teoría tradicional de la división de 
poderes […] es como se ha permitido su existencia en el sistema jurídico mexicano, a 
través de diversas reformas constitucionales, sin que se advierta que la incorporación 
de dichos órganos autónomos sea privativa […] de la CPEUM, dado que conforme 
al régimen republicano, democrático y federal […] los Estados de la República en 
uso de la libertad soberana de que gozan en su régimen interior pueden, según sus 
necesidades, crear cuantos órganos consideren indispensables para su desarrollo, así 
como atribuirles facultades […] siempre y cuando no contravengan […] el Pacto 
Federal” (SCJN, 2008, p. 1,870). 
La primer tesis se enfoca a tratar de darles certeza constitucional, justifica la asignación de 
sus funciones como una evolución de la Teoría clásica de división de poderes, otorgándoles 
autonomía como mecanismo para investirlos de credibilidad ante una sociedad que dejó 
de confiar en los poderes públicos, señalando que dicha autonomía no altera ni destruye 
la citada teoría; sin embargo, ello no significa que no formen parte del Estado, lo que es 
razonable, pero abre un debate, ya que de facto son un cuarto poder, aunque quiera justificarse 
jurisprudencialmente que no lo son. La segunda reconoce facultad en las entidades federativas 
para crear los OCAE que les sean pertinentes. Estas tesis, lejos de clarificar su estatus, lo 
hacen difuso y evidencian su emisión influenciada por causas políticas.
3. Órganos constitucionales autónomos del Estado Mexicano
El otorgamiento de su autonomía ha partido del Ejecutivo al Legislativo, y han vuelto intensas 
y polémicas las relaciones dentro del Régimen Político, ya que por parte de los gobernantes 
no siempre existe la disposición para permitirle a los gobernados inmiscuirse en asuntos que 
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ponen en riesgo la permanencia en el poder de un grupo político, o en el manejo discrecional 
de las instituciones públicas. El cronograma de su génesis se observa en el siguiente cuadro.
Cuadro 1. Cronología de la creación de los OCAE
1. UNAM incluye a instituciones de educación superior (9-VI-1980)
2. Tribunales Agrarios (6-I-1992)
3. Comisión Nacional de Derechos Humanos (28-I-1992)
4. Banco de México (20-VIII-1993)
5. Instituto Federal Electoral5 (22-VIII-1996)
6. Instituto Nacional de Estadística y Geografía (7-IV-2006)
7. Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (26-II- 2013)
8. Comisión Federal de Competencia Económica (11-VI-2013)
9. Instituto Federal de Telecomunicaciones (11-VI-2013)
10. Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano (11-VI-2013)
11. Instituto Nacional de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales 
(11-VI-2013)
12. Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo (10-II-2014)
13. Instituto Nacional Electoral (10-II-2014)
14. Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (27-V-2015)
15. Órganos Jurisdiccionales Electorales Estatales (10-II-2014)
Fuente: Elaboración propia.
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3.1 Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM)23
¿Qué es y qué hace?
Ha desempeñado un papel protagónico en la historia y en la formación de nuestro 
país. Las tareas sustantivas de esta institución pública, autónoma y laica son la 
docencia, la investigación y la difusión de la cultura […] responde al presente y mira 
el futuro como el proyecto cultural más importante de México […] La pluralidad de 
ideas y de pensamiento es […] signo de su riqueza (UNAM, s/a).
Es considerada una institución solida del Estado Mexicano, fuente principal de formación de 
sus cuadros dirigentes y por años de los titulares del Ejecutivo, no podría concebirse sin ella y 
sin el Instituto Politécnico Nacional, el desarrollo económico del país y sus sectores primario, 
secundario y de servicios; sin embargo, la UNAM y las instituciones de educación públicas 
requieren de recibir mayor apoyo presupuestal del Estado para avanzar en investigación y 
desarrollo de tecnología, el cual es el motor principal para impulsar cualquier modelo de 
desarrollo.
Antecedentes históricos
El 21 de septiembre de 1551 […] la corona española expidió la célula de creación de 
la Real y Pontificia Universidad de México, la cual tuvo su apertura el 25 de enero 
de 1553, organizada a imagen y semejanza de la Universidad de Salamanca España. 
Al sobrevenir la época independiente, se suprimió el título de Real, Se le llamó 
entonces Universidad Nacional y Pontificia, para después quedar sólo con el nombre 
de Universidad de México. No fue bien vista por los liberales, que la hacían ejemplo 
del retroceso […] Los antecedentes inmediatos de la universidad mexicana moderna 
datan del proyecto presentado por Justo Sierra en la Cámara de Diputados el 11 de 
Febrero de 1881. Sierra presentó de nuevo su proyecto en la apertura del Consejo 
23 Se toma a la UNAM como ejemplo de las instituciones educativas públicas de nivel superior a quienes por vía 
de la CPEUM se les ha otorgado la autonomía, sin demérito de todas las demás que gozan de esta prerrogativa 
constitucional. 
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Superior de Educación Pública, el 13 de Abril de 1902, y lo reiteró tres años más 
tarde ante el mismo organismo. En 1905 la idea adquirió mayor fuerza, a partir del 
momento en que la Secretaría de Instrucción Pública quedó escindida de la Secretaría 
de Justicia, Sierra pasó de subsecretario a titular de la dependencia recién creada. El 
30 de Marzo de 1907, en el marco del centenario de la Independencia, se anunció 
que el presidente de la República estaba de acuerdo con la apertura de la Universidad 
Nacional, lo que finalmente se materializaría el 22 de septiembre de 1910 (UNAM, 
s/a).
Fundamento constitucional de su autonomía y para integrar órganos de gobierno
La autonomía le fue otorgada el 23 de mayo de 1929 (UNAM, s/a), mediante el decreto 
presidencial y elevada a rango constitucional el 9 de junio de 1980, a través de la reforma a la 
fracción VIII del Artículo 3º de la CPEUM, fracción que en la reforma de 1993 fue recorrida 
en el orden para pasar a ser la VII, la cual impone:
Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la 
Ley otorgue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo 
con los principios de este artículo, respetando la libertad de cátedra e investigación 
y de libre examen y discusión de las ideas; determinarán sus planes y programas; 
fijarán los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico; 
y administrarán su patrimonio […] (CPEUM, 1917-1993a).
El nombramiento de sus órganos de gobierno se fundamenta en su Ley Orgánica, la cual 
faculta al Consejo Universitario para la renovación de sus integrantes y para designar al 
Rector, lo que en un sentido teórico-documental le da independencia para su autogobierno, lo 
que hace efectiva su autonomía a diferencia de lo que se observa en los demás OCAE. 
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3.2 Tribunales Agrarios (TA)
Ligados a la reforma al artículo 27 de la CPEUM de 1992, que modificó el régimen de 
tenencia de la tierra con base en la propiedad social sustentada en el ejido, la reforma 
buscó solucionar la falta de financiamiento privado con fines productivos, sustentada en 
restricciones constitucionales. La medida generó críticas de los defensores del modelo ejidal 
restringido, quienes argumentaban que significaba la privatización del mismo. La parte 
medular de la reforma se ubica en el párrafo cuarto de la fracción VII del artículo 27, el cual 
entre otras cosas señala:
La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y comuneros […] establecerá los 
procedimientos por los cuales ejidatarios y comuneros podrán asociarse entre sí, con 
el Estado o con terceros y otorgar el uso de sus tierras; y, tratándose de ejidatarios, 
transmitir sus derechos parcelarios entre los miembros del núcleo de población; 
[…] fijará los requisitos y procedimientos conforme a los cuales la asamblea ejidal 
otorgará al ejidatario el dominio sobre su parcela (CPEUM, 1917-1992a, p. 27).
Qué son y qué hacen24
Responsables de la justicia agraria y de ser un intermediario del Estado que procura 
estabilidad político-social en el campo, son el último peldaño para concluir los conflictos 
agrarios, que fueron uno de los motivos de la Revolución Mexicana. García (1992) refiere sus 
responsabilidades como:
La identidad de lo agrario tiene tres características: a) cierta forma jurídica de 
tenencia de la tierra: dominio pleno o propiedad ejidal o comunal; b) determinado 
empleo natural de la tierra: aprovechamiento agrícola, pecuario o forestal y c) 
relaciones jurídicas que se suscitan a propósito de esas formas de tenencia en 
relación con ese aprovechamiento específico. Los litigios que en ese ámbito se 
produzcan debieran ser propuestos ante la justicia agraria (García, 1992, pp. TSA-
Web).
24 Sus atribuciones están en la Ley Agraria expedida en 1992.
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En su informe de 2016, el Tribunal Superior Agrario reportó:
Después de más de dos décadas de intenso trabajo, se logró abatir el rezago 
agrario; así como reducir los tiempos de resolución de los conflictos agrarios. Lo 
cual, ha hecho posible que se pueda garantizar la estabilidad y seguridad jurídica 
a innumerables ejidatarios, comuneros y pequeños propietarios, al igual que a los 
propios núcleos agrarios. Dicha transformación también ha hecho factible el pleno 
dominio en la propiedad social, al igual que la promoción de los asentamientos 
humanos, los solares y la infraestructura habitacional, así como el paulatino 
desarrollo productivo de esa propiedad […] entre 1992 y 2016 se han recibido a 
trámite 899,586 asuntos […] se han concluido 853,332 (94.86%); pendientes 46,254 
(5.14%), los cuales dada su complejidad jurídica o social hacen difícil lograr su 
conclusión definitiva (TSA, s/a).
El informe presume una alta eficiencia de los TA en la resolución de los juicios agrarios, 
lo que supone que han sido una herramienta eficaz en el combate a la corrupción y en la 
promoción del desarrollo regional, al dotar de certeza sobre la tenencia de la tierra a sus 
propietarios o tenientes reconocidos por las leyes.
Antecedentes históricos
Los juzgados civiles conocían de conflictos de tierras, esos órganos jurisdiccionales 
de corte romano (fueron) el instrumento por el cual se orquestaron los grandes 
despojos de tierras a los grupos indígenas, fue la principal causa de inconformidad 
[…] del movimiento llamado Revolución Mexicana. Los órganos de justicia civil 
propiciaron la fundamentación legal para ello (Veloz; como se citó en Becerra, 2004, 
p. 3)
Becerra expone un hecho que se sumó a las causas que dieron origen a la Revolución: el 
despojo de la tierra a las comunidades indígenas, apalancado por los juzgadores civiles, cuyas 
resoluciones fueron base para la posterior organización de la justicia agraria, nacida el 6 de 
enero de 1915, al expedir el Presidente Carranza la Ley Agraria. Al respecto, Becerra señala:
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Sirvió de base para que el constituyente del 17 creara el Artículo 27, de dicha ley 
se destaca la creación de: a) la Comisión Nacional Agraria que tenía funciones 
de Tribunal revisor; b) las comisiones locales agrarias; Los Comités Particulares 
Ejecutivos que hacían funciones de medición y deslinde de tierras.
Fundamento constitucional de su autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 27, fracción XIX, párrafo segundo:
Son de jurisdicción federal todas las cuestiones que, por límites de terrenos ejidales 
y comunales, cualquiera que sea el origen de éstos, se hallen pendientes o se susciten 
entre dos o más núcleos de población; así como las relacionadas con la tenencia de 
la tierra de los ejidos y comunidades. […] para la administración de justicia agraria, 
la ley instituirá tribunales dotados de autonomía y plena jurisdicción, integrados 
por magistrados propuestos por el Ejecutivo Federal y designados por la Cámara de 
Senadores (CPEUM, 1917, p. A.27).
El mecanismo para designar a los magistrados está partidizado, convirtiendo tanto al 
Presidente como al Senado en benefactores políticos de quienes resulten investidos como 
magistrados agrarios, lo que puede generar correspondencia política entre estos y aquellos. 
3.3 Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH)
¿Qué es y qué hace?
Esta busca dar respuesta al reclamo de contar con una instancia a la cual recurrir en casos de 
abusos cometidos por integrantes de instituciones públicas que estuviesen fuera del ámbito del 
ministerio público.
Organismo público autónomo […] no depende de ninguna otra autoridad. Misión, 
la defensa, promoción, estudio y divulgación de los derechos humanos reconocidos 
en la Constitución Mexicana, los tratados internacionales y las leyes que tienen 
por objeto la protección de los derechos humanos […] lleva a cabo actividades de 
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observancia, promoción, estudio y divulgación de los derechos humanos (CNDH, 
s/a).
Investida de facultades, pero con la restricción impuesta al ejercicio de sus atribuciones, sus 
recomendaciones no son vinculatorias hacia causa judicial alguna, lo que deja libertad a las 
instancias observadas para cumplir o no estas.
Antecedentes históricos
1847, Ley de Procuraduría de Pobres del estado de San Luis Potosí; 1975, se creó 
la Procuraduría Federal del Consumidor, teniendo como finalidad la defensa de 
los derechos de los individuos; 1979, Dirección para la Defensa de los Derechos 
Humanos de Nuevo León; 1983, Procuraduría de Vecinos del Ayuntamiento de 
Colima, dio pauta al establecimiento de dicha figura en la Ley Orgánica Municipal 
de Colima en 1984; 1985, la UNAM estableció la Defensoría de los Derechos 
Universitarios; 1986, Procuraduría para la Defensa del Indígena en el Estado de 
Oaxaca. 1987, Procuraduría Social de la Montaña en el Estado de Guerrero; 1988, 
Procuraduría de Protección Ciudadana de Aguascalientes; 1988, Defensoría de 
los Derechos de los Vecinos del Municipio de Querétaro; 1989, Departamento del 
Distrito Federal establece la Procuraduría Social; 1989, Secretaría de Gobernación, 
crea la Dirección General de Derechos Humanos; 1990, Comisión Nacional de 
Derechos Humanos por decreto presidencial,  organismo desconcentrado de la 
Secretaría de Gobernación; 1992, se adicionó el apartado B del artículo 102, 
elevando la CNDH a rango constitucional, como Organismo descentralizado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propios, surgiendo el Sistema Nacional No 
Jurisdiccional de Protección de los Derechos Humanos; 1999, septiembre 13, a la 
CNDH se le otorgó plena autonomía de gestión y presupuestaria, modificándose 
la denominación de Comisión Nacional de Derechos Humanos por la de Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH, s/a).
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Fundamento Constitucional de su Autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 102, apartado B, párrafos primero, cuarto, quinto, sexto y séptimo:
(1) “El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades, […] establecerán 
organismos […] de los derechos humanos […] los que conocerán de quejas en 
contra de actos u omisiones de naturaleza administrativa provenientes de cualquier 
autoridad o servidor público, con excepción de los del Poder Judicial de la 
Federación, que violen estos derechos”.
(4) “[…] se denominará Comisión Nacional de los Derechos Humanos; contará con 
autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios”.
(5) “Las Constituciones de las entidades […] establecerán y garantizarán la 
autonomía de organismos de los derechos humanos”.
(6) “[…] La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tendrá un Consejo 
Consultivo integrado por diez consejeros […] elegidos por el voto de las dos terceras 
partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores […]”.
(7) “El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, quien lo será 
también del Consejo Consultivo, será elegido en los mismos términos del párrafo 
anterior [...]” (CPEUM, 1917, p. A.102).
La autonomía de estos organismos no queda exenta de la politización del proceso para su 
integración, el cual está en manos del Senado y de los congresos estatales: si bien en el 
Senado ninguna fuerza política cuenta con una mayoría calificada, en las entidades este 
proceso queda acotado por el Gobernador en turno, quien puede ejercer amplia influencia 
sobre su Congreso Local, lo que termina por diluir la autonomía de las comisiones estatales, 
cuya integración es consentida por el Gobernador, lo que hace poco probable que estas 
emitan alguna recomendación que lesione políticamente a quien fue el benefactor de su 
nombramiento. La CNDH nace como el ente encargado de salvaguardar las garantías 
establecidas en la CPEUM que el Estado no ha sido capaz de garantizar.
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3.4 Banco de México (BANXICO)
¿Qué es y qué hace?
“[…] Es el Banco Central del Gobierno de la República, posee la facultad exclusiva 
de emitir la moneda del país, garantizar el poder adquisitivo de la moneda y 
promover el sano desarrollo del sistema financiero. Regula la emisión y circulación 
de la moneda, los cambios, la intermediación y los servicios financieros, al igual 
que los sistemas de pagos […] controla la inflación. Establece una forma eficiente 
y confiable para que las personas y las empresas lleven a cabo pagos, utilizando 
diferentes presentaciones del dinero: monedas, billetes, cheques, tarjetas de crédito, 
débito, pagos electrónicos entre otros” (Sánchez, 2014; como se citó en BANXICO, 
s/a).
“[…] Los bancos, aseguradoras, afores y casas de bolsa conforman el sistema 
financiero de México. Muchas de estas instituciones reciben el ahorro de las personas 
y las empresas y lo prestan a otras que lo necesitan para producir más bienes y 
servicios o crear nuevas empresas. Como el dinero que se usa para la inversión es 
de los ahorradores, el BANXICO pone las reglas para cuidar que estas instituciones 
hagan debidamente su trabajo. Opera con las instituciones de crédito como banco 
de reserva, presta servicios de tesorería al Gobierno Federal y es asesor del mismo 
en materia económica y financiera. Es parte del Fondo Monetario Internacional y 
de otros organismos financieros internacionales, opera con bancos centrales y con 
personas morales extranjeras, la Ley le  faculta para operar con valores; otorgar 
crédito al Gobierno Federal, a las instituciones de crédito, así como al Instituto para 
la Protección al Ahorro Bancario” (BANXICO, s/a).
La política monetaria del país, si bien en primera instancia regula el entorno macroeconómico, 
en una segunda actúa sobre el microeconómico, ya que incide en las relaciones entre 
particulares; impide que el libre juego del mercado amenace la estabilidad del país al 
establecer reglas y límites a las entidades económicas en su competencia por dominar el 
mercado; y debe estar libre de injerencia de los poderes públicos, debido a que las políticas 
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que dicta están influenciadas por el movimiento monetario internacional, el cual no puede 
estar sujeto a decisiones políticas locales.
Antecedentes históricos
Su existencia fue prevista en el texto original de la CPEUM de 1917, sin considerarlo 
autónomo, concepto que no estaba en el pensamiento político de los constituyentes. “Entró en 
funciones el 1 de septiembre de 1925” (BANXICO, s/a), y su autonomía se concedió en 1993.
Fundamento constitucional de su autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 28, párrafos quinto y sexto:
(5) “El Estado tendrá un banco central que será autónomo en […] sus funciones y en 
su administración […] objetivo […] procurar la estabilidad del poder adquisitivo de 
la moneda […] fortaleciendo […] el desarrollo nacional [...]”
(6) “La conducción del banco estará a cargo de personas cuya designación será hecha 
por el Presidente […] con la aprobación de la Cámara de Senadores […]” (CPEUM. 
1917, p. A.28).
3.5 Instituto Federal Electoral (IFE)
¿Qué es y qué hace (hacia)?
Prevaleció como IFE hasta 2014, año en que sería transformado de un ente de carácter 
federal; de una incidencia solo sobre procesos electivos federales, a uno nacional con 
atribuciones sobre procesos electorales locales. Durante su vigencia organizó seis procesos 
electorales, en ellos el PRI perdería por vez primera la mayoría en la Cámara de Diputados en 
1997, así como la Presidencia de la República en 2000 y 2006, la cual recuperaría en 2012.
103Los Órganos Constitucionales Autónomos del Estado Mexicano,
¿elementos de combate a la corrupción y para el impulso al desarrollo Regional? -
José Luis Martínez Mejía y Angélica Cazarín Martínez
Antecedentes históricos
Tiene sus antecedentes en lo que fueron la Comisión Federal de Vigilancia Electoral (1946-
1973) y la Comisión Federal Electoral (1973-1990), y en la reforma constitucional en materia 
electoral del año 1990, en las que se señaló:
1946, se promulga la Ley Electoral y se crea la Comisión Federal de Vigilancia 
Electoral encabezada por el Secretario de Gobernación. 1973, se sustituye a 
dicha comisión, por la Comisión Federal Electoral (encabezada por el titular de 
Gobernación), con voz y voto de los representantes de los partidos políticos. 1977, se 
expide la Ley de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales, LOPPE. 1990, el 
Congreso de la Unión expidió el Código Federal de Instituciones y Procedimientos 
Electorales (COFIPE) y ordena la creación del Instituto Federal Electoral (IFE), a fin 
de contar con una institución imparcial que dé certeza, transparencia y legalidad a las 
elecciones federales (INE, 2017).
Hasta 1988, la Organización de Elecciones Federales estuvo en manos de la Comisión Federal 
Electoral (CFE), encabezada por el Secretario de Gobernación. La reforma al marco jurídico 
del instituto electoral federal derogó la LOPPE en 1990, para dar paso al COFIPE y a la 
creación del IFE, encabezadas por el Secretario de Gobernación durante las elecciones de 
1991 y 1994. Sería hasta 1997 cuando el Ejecutivo Federal dejaría de tener injerencia directa 
en la organización de las elecciones federales.
Fundamento Constitucional de su Autonomía y para integrar órganos de gobierno
En 1996, CPEUM, Artículo 41, fracción III, reformó:
La organización de las elecciones federales es una función estatal que se realiza a 
través de un organismo público autónomo denominado Instituto Federal Electoral 
[…] en cuya integración participan el Poder Legislativo de la Unión, los partidos 
políticos nacionales y los ciudadanos en los términos que ordene la ley (CPEUM, 
1917-1996, p. 47).
104 Regiones y Desarrollo Sustentable - Año XIX - No. 37 - 2019 - ISSN 2594-1429
La integración de sus órganos de gobierno es a través de un mecanismo partidizado, lo que ha 
mantenido un debate abierto sobre su autonomía y sobre su carácter ciudadano. 
3.6 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI)
¿Qué es y qué hace?
La Reforma al artículo 26 Constitucional de 2006 mandató la creación del Sistema Nacional 
de Información Estadística y Geográfica (SNIEG) y de su órgano ejecutivo del INEGI que 
operaba desde 1983 sin autonomía.
Organismo público con autonomía técnica y de gestión, […] se encarga de producir, 
integrar y dar a conocer la información estadística (población, económica y 
geográfica). Responsable de coordinar […] a otras dependencias del gobierno 
federal o de las entidades […] que generan información estadística y geográfica de 
tal manera que se pueda […] formar una infraestructura de datos de México en el 
SNIEG. Realiza censos nacionales de población y vivienda, económicos, agrícola y 
ejidal, integra el Sistema de Cuentas Nacionales y elabora los índices nacionales de 
precios al consumidor y de precios al productor (INEGI, s/a).
Antecedentes históricos
1982, se crea la Dirección General de Estadística, como parte de la Secretaría de 
Fomento, Colonización, Industria y Comercio. 1968, fue adscrita a la Secretaría de 
la Presidencia como Dirección General de Geografía, posteriormente cambiaría su 
denominación a Dirección General de Política Informática y a Dirección General de 
Integración y Análisis de la Información. 1983, Decreto Presidencial se transforma 
en el INEGI. 2007, Se convierte en organismo público autónomo, responsable de 
normar y coordinar el SNIEG, así como de captar y difundir información de México 
en cuanto al territorio, recursos, población y economía […] y ayudar a la toma de 
decisiones (INEGI, s/a).
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Fundamento constitucional de su autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 26, Apartado B, párrafos primero, segundo y tercero:
(1) “El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y 
Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. Para la Federación, las 
entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, los datos contenidos en el Sistema serán de uso obligatorio [...]”.
(2) “La responsabilidad de normar y coordinar dicho Sistema estará a cargo de un 
organismo con autonomía técnica y de gestión, personalidad jurídica y patrimonio 
propios […] con facultades para regular la captación, procesamiento y publicación de 
la información que genere y proveer su observancia”.
(3) “El organismo tendrá una junta de gobierno integrada por cinco miembros, 
uno de los cuales fungirá como presidente de ésta y del propio organismo; serán 
designados por el Presidente de la República con la aprobación de la Cámara de 
Senadores […]” (CPEUM, 1917, p. A.26).
3.7 Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE)
¿Qué es y qué hace?
Evaluar la calidad, el desempeño y los resultados del Sistema Educativo Nacional 
en la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior. Para cumplir con 
ella debe: a) Diseñar y realizar las mediciones que correspondan a componentes, 
procesos o resultados del sistema; b) Expedir los lineamientos a los que se sujetarán 
las autoridades educativas federal y locales para llevar a cabo las funciones de 
evaluación que les correspondan, y c) Generar y difundir información para, con 
base en ésta, emitir directrices que sean relevantes para contribuir a las decisiones 
tendientes a mejorar la calidad de la educación y su equidad como factor esencial 
en la búsqueda de la igualdad social. El INEE coordinará el Sistema Nacional de 
Evaluación Educativa SNEE (INEE, 2017).
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Antecedentes históricos
Creado por decreto presidencial el 8 de agosto de 2002:
Antes de constituirse como organismo autónomo, operó del 8 de agosto de 2002 
al 15 de mayo de 2012, como un descentralizado de la Secretaría de Educación 
Pública y, en una segunda, del 16 de mayo de 2012 al 25 de febrero de 2013, como 
un descentralizado no sectorizado […] a partir del 26 de febrero de 2013 el Instituto 
Nacional para la Evaluación de la Educación se convirtió en un organismo público 
autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio (INEE, 2017).
Fundamento Constitucional de su Autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 3º, fracción IX, párrafos primero, tercero y cuarto:
(1) “Para garantizar la prestación de servicios educativos de calidad, se crea el 
Sistema Nacional de Evaluación Educativa. La coordinación de dicho sistema estará 
a cargo del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación […] será un 
organismo público autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio […].
(3) “La Junta de Gobierno será el órgano de dirección del Instituto y estará 
compuesta por cinco integrantes. El Ejecutivo Federal someterá una terna a 
consideración de la Cámara de Senadores, la cual, […] designará al integrante que 
deba cubrir la vacante. La designación se hará por el voto de las dos terceras partes 
de los integrantes de la Cámara de Senadores presentes […] dentro del improrrogable 
plazo de treinta días. Si la Cámara de Senadores no resolviere dentro de dicho plazo, 
ocupará el cargo de integrante de la Junta de Gobierno aquel que, dentro de dicha 
terna, designe el Ejecutivo [...]”
(4) “En caso de que la Cámara de Senadores rechace la totalidad de la terna 
propuesta, el Ejecutivo Federal someterá una nueva, en los términos del párrafo 
anterior. Si esta segunda terna fuera rechazada, ocupará el cargo la persona que 
dentro de dicha terna designe el Ejecutivo Federal” (CPEUM, 1917, p. A.3).
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3.8 Comisión Federal de Competencia Económica (COFECE)
¿Qué es y qué hace?
Encargada de vigilar, promover y garantizar la competencia y libre concurrencia 
en los mercados […] resultado de un esfuerzo del Estado Mexicano por hacer de 
la competencia instrumento para el desarrollo del país […] contribuye a detonar el 
empleo, potenciar el crecimiento de la economía, así como el bienestar de millones 
de consumidores (COFECE, s/a).
Antecedentes históricos
Resultado de 20 años de experiencia lograda a partir de la primera legislación 
en materia de competencia. Su nueva Ley modifica el diseño institucional de 
todo el sistema de competencia del país […] contiene los elementos para que la 
COFECE pueda llevar a cabo su mandato de ser guardián de los mercados, contiene 
disposiciones para eliminar barreras a la competencia, asegura independencia, 
imparcialidad y profesionalismo de la COFECE, obligará a actuar mediante 
procedimientos dirigidos a garantizar la certeza jurídica de las empresas, a ser 
transparentes y a rendir cuentas de todas las actuaciones […] para encontrar 
soluciones que corrijan comportamientos y estructuras adversos a la competencia 
(Palacios; como se citó en COFECE, s/a).
Fundamento Constitucional de su autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 28, párrafos décimo cuarto y vigésimo primero:
(14) “El Estado contará con una Comisión Federal de Competencia Económica, que 
será un órgano autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tendrá 
por objeto garantizar la libre competencia y concurrencia [...]”.
(21) “Los órganos de gobierno […] se integrarán por siete Comisionados, incluyendo 
el […] Presidente, designados […] a propuesta del Ejecutivo Federal con la 
ratificación del Senado” (CPEUM, 1917, p. A.28).
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3.9 Instituto Federal de Telecomunicaciones (IFTEL)
¿Qué es y qué hace?
Órgano autónomo, […] objetivo: el desarrollo eficiente de la radiodifusión y las 
telecomunicaciones con apego a lo establecido en la Constitución […] deberá 
regular, promover y supervisar el uso, aprovechamiento y explotación de: Espectro 
Radioeléctrico; redes; prestación de los servicios públicos de radiodifusión 
y telecomunicaciones  […] responsable de garantizar el acceso equitativo a 
infraestructura y otros insumos esenciales para las tecnologías de la información 
y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, 
incluidos banda ancha e internet (IFT, s/a).
Antecedentes históricos
1996 creación de la Comisión Federal de Telecomunicaciones COFETEL, órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, funcionó bajo 
este formato hasta el 11 de junio de 2013, cuando se publicó la reforma la CPEUM, 
que da origen al IFTEL, cuya mayor diferencia es que el segundo es autónomo. Otra 
diferencia es que el Artículo 12º Transitorio del Decreto que crea el IFTEL mandató 
que el Consejo de la Judicatura Federal establezca Tribunales Colegiados de Circuito 
y Juzgados de Distrito en materia de competencia económica, radiodifusión y 
telecomunicaciones (IFT, s/a).
Fundamento constitucional de su autonomía y para integrar sus órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 28, parte inicial del párrafo décimo quinto y párrafo vigésimo primero:
(15) “[…] El Instituto Federal de Telecomunicaciones es un órgano autónomo […]”. 
(21) “Los órganos de gobierno […] del Instituto Federal de Telecomunicaciones 
se integrarán por siete Comisionados, incluyendo el Comisionado Presidente, 
designados en forma escalonada a propuesta del Ejecutivo Federal con la ratificación 
del Senado” (CPEUM, 1917, p. A.28).
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3.10 Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano (SPREM)
¿Qué es y qué hace?
Organismo público descentralizado no sectorizado, encargado de proveer el servicio 
de radiodifusión pública digital a nivel nacional, a efecto de asegurar el acceso 
de más personas, a una mayor oferta de contenidos plurales y diversos de radio 
y televisión digital (misión) Generar, difundir y distribuir contenidos de radio y 
televisión, de manera digital, abierta y gratuita, para el mayor número de personas 
en cada una de las entidades federativas, (visión) Contribuir a la consolidación de la 
vida democrática de nuestro país, a través de un servicio público de radiodifusión de 
calidad, innovador, diverso, de beneficio social y con cobertura nacional (SPREM, 
s/a).
Antecedentes históricos
1972, Decreto Presidencial autorizó a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes 
ejecutar planes y proyectos de Televisión Rural del Gobierno Federal, confiriendo 
a la Secretaría el derecho de seleccionar todo aquel programa de la televisión 
comercial que considerara adecuado para los propósitos del Estado y conducirlo a las 
estaciones rurales. Los objetivos de la Televisión Cultural de México, fueron llevar 
a lugares apartados la televisión, dio preferencia a la telesecundaria; para cubrir el 
resto del tiempo. Televisión Rural de México, comenzó a llenarse de programas 
comerciales, con la complacencia de la televisión privada que veía ampliarse, sin 
que le costara ningún esfuerzo. 1979, se reestructuró, convirtiendo el proyecto 
en interinstitucional, RTC contaría con el concurso de Secretarías de Estado e 
instituciones para el diseño de los contenidos de sus emisiones. Se decidió seguir 
con el proyecto […] de descentralizar la producción y establecer en los estados 
las instalaciones necesarias para realizar ahí los programas, más de acuerdo con el 
público local (Toussaint, 1981).
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En 2010, un Decreto Presidencial creó el Organismo Promotor de Medios Audiovisuales, 
descentralizado de la Secretaría de Gobernación Federal, el cual tendría por objeto:
La generación, producción y distribución de contenidos audiovisuales, por sí mismo 
o coadyuvando […] con las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal […] así como la prestación del servicio de radiodifusión que constituye una 
actividad de interés público (Diario Oficial de la Federación, 2010).
Fundamento constitucional de su autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 6, apartado B, fracción V, parte inicial del párrafo primero: “La ley 
establecerá un organismo público descentralizado con autonomía técnica, operativa, de 
decisión y de gestión que tendrá por objeto proveer el servicio de radiodifusión sin fines de 
lucro [...]” (CPEUM, 1917, p. A.6); y el Artículo 17 de su Ley: “El Presidente del Sistema 
será designado, a propuesta del Ejecutivo Federal, con el voto de dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Cámara de Senadores […]” (SPREM, s/a, p. A.17).
3.11 Instituto Nacional de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos 
Personales (INAI)
¿Qué es y qué hace?
Órgano ejecutivo del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Protección de Datos Personales:
Tiene como objetivo: organización, cooperación, colaboración, promoción, difusión 
y articulación permanente en materia de transparencia, acceso a la información 
y protección de datos personales, de conformidad con […] la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás normatividad aplicable 
[…] espacio para construir una política pública integral, ordenada y articulada, 
con visión nacional, con objeto de garantizar el efectivo ejercicio y respeto de 
los derechos de acceso a la información y de protección de datos personales […] 
fomentando una educación y cultura cívica de estos dos derechos en todo el territorio 
nacional (SNT, s/a). 
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Antecedentes históricos
Antes de la existencia del Sistema Nacional de Transparencia, los órganos locales de 
transparencia y acceso a la información pública se integraron de manera voluntaria 
en lo que fue la Conferencia Mexicana para el Acceso a la Información Pública, 
constituida el 16 de junio de 2004 con la participación del entonces IFAI (hoy INAI) 
y ocho órganos estatales [...] fueron integrándose los demás órganos locales hasta 
que se tuvo la totalidad de 33 instituciones, 32 locales y el entonces IFAI (SNT, s/a).
Fundamento Constitucional de su Autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 6º, Apartado A, fracción VIII, párrafos primero, cuarto, sétimo, octavo, 
doceavo y décimo tercero:
(1) “La Federación contará con un organismo autónomo, especializado […] 
responsable de garantizar el […] derecho de acceso a la información pública y a la 
protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados”.
(4) “[…] competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso a la 
información pública y la protección de datos personales de cualquier autoridad, 
entidad, órgano u organismo que forme parte de alguno de los Poderes Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos 
públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicatos que reciba y ejerza 
recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal; con excepción de 
aquellos asuntos jurisdiccionales que correspondan a la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, en cuyo caso resolverá un comité integrado por tres ministros”.
(7) “Las resoluciones del organismo […] son vinculatorias, definitivas e inatacables 
para los sujetos obligados. El Consejero Jurídico del Gobierno podrá interponer 
recurso de revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación en los términos que 
establezca la ley, sólo en el caso que dichas resoluciones puedan poner en peligro la 
seguridad nacional conforme a la ley de la materia”. (El párrafo séptimo le otorga una 
condición que la CNDH no tiene, el carácter vinculatorio, definitivo e inatacable de 
sus resoluciones, lo cual le da poder de coacción sobre quienes impone una sanción).
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(8) “[…] se integra por siete comisionados. Para su nombramiento, la Cámara de 
Senadores, previa realización de una amplia consulta a la sociedad, a propuesta de 
los grupos parlamentarios, con el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes, nombrará al comisionado que deba cubrir la vacante […] El nombramiento 
podrá ser objetado por el Presidente de la República en un plazo de diez días hábiles 
[...]”.
(12) “El comisionado presidente será designado por los […] comisionados, mediante 
voto secreto, por un periodo de tres años, con posibilidad de ser reelecto por un 
periodo igual […]”.
(13) “El organismo garante tendrá un Consejo Consultivo, integrado por diez 
consejeros, que serán elegidos por el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes de la Cámara de Senadores [...]” (CPEUM, 1917, p. A.6º).
3.12 Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(CONEVAL)
¿Qué es y qué hace?
Organismo público descentralizado, con autonomía y capacidad técnica para generar 
información objetiva sobre la situación de la política social y la medición de la 
pobreza en México, que permita mejorar la toma de decisiones en la materia […] 
funciones principales: 1) Normar y coordinar la evaluación de la Política Nacional de 
Desarrollo Social y las políticas, programas y acciones que ejecuten las dependencias 
públicas; y 2) Establecer los lineamientos y criterios para la definición, identificación 
y medición de la pobreza, garantizando la transparencia, objetividad y rigor técnico 
en dicha actividad (CONEVAL, s/a).
La información sobre la medición de la pobreza y la evaluación de los planes y programas 
institucionales relacionados con la política de desarrollo social. Es un tema potencialmente 
utilizable con fines político-electorales, o para ocultar fracasos o malos manejos en la política 
de desarrollo social.
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Antecedentes históricos
2004, Ley General de Desarrollo Social crea el Sistema de Monitoreo y Evaluación 
en México, y al CONEVAL como instancia con autonomía técnica y de gestión, con 
las atribuciones de medir la pobreza y evaluar la política de desarrollo social. 2006, 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, instauró el Sistema de 
Evaluación del Desempeño y los Lineamientos Generales de Evaluación, determinó 
la coordinación entre el CONEVAL y la SHCP como instancias responsables de 
la evaluación en la Administración Pública Federal, 2014, Decreto que agregó el 
apartado C al artículo 26 de la CPEUM, para dar al CONEVAL el carácter de Órgano 
Constitucional Autónomo (CONEVAL, s/a).
Fundamento Constitucional de su Autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 26, Apartado C, párrafos primero, segundo y tercero:
(1) “El Estado contará con un Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social, que será un órgano autónomo, con personalidad jurídica y 
patrimonio propios, a cargo de la medición de la pobreza y de la evaluación de los 
programas, objetivos, metas y acciones de la política de desarrollo social [...]”.
(2) “El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social estará 
integrado por un Presidente y seis Consejeros […] Serán nombrados […] por el voto 
de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados. El 
nombramiento podrá ser objetado por el Presidente de la República en un plazo de 
diez días hábiles [...]”.
(3) “El Presidente del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo 
Social será elegido en los mismos términos del párrafo anterior [...]” (CPEUM, 1917, 
p. A.26).
114 Regiones y Desarrollo Sustentable - Año XIX - No. 37 - 2019 - ISSN 2594-1429
3.13 Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (TFJFA)
¿Qué es y qué hace?
Omar García (2013) señaló ante el Senado de la República: “Han depositado una gran 
responsabilidad en el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa: garantizar los 
derechos de los particulares frente a los órganos encargados de la función administrativa” 
(Conferencia en el Senado de la República). Define la atribución más importante de los 
TFJFA: “garantizar derechos de particulares”, sinónimo de impartición de justicia. 
Antecedentes históricos
“1937, Ley de Justicia Fiscal, crea Tribunal Fiscal de la Federación, 15 magistrados 
en cinco salas, competencia en materia estrictamente fiscal; 1946, dos Salas más y 
aumenta número de magistrados a veintiuno; 1967, Ley Orgánica del Tribunal Fiscal 
de la Federación, incrementa a veintidós magistrados en siete Salas más el Presidente 
que no integraría Sala. Introduce el concepto de Organismos Fiscales Autónomos; 
1978, nueva Ley con el mismo nombre, prevé Regionalización del Tribunal, crea 
las Salas Regionales y la Sala Superior, precisándose la competencia de ambas, se 
prevé el recurso de revisión que se otorga a la Sala Superior facultades para revisar 
sentencias dictadas por las Salas Regionales; 1988, se modifica el Código Fiscal y 
la Ley Orgánica del Tribunal, para promover la simplificación administrativa,  se 
suprime competencia de la Sala Superior para revisar resoluciones de las Salas 
Regionales; 1996, Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación, conservando 
nombre y competencia, modificando la integración de la Sala Superior de nueve a 
once magistrados; 2000, cambio de nombre de la Ley Orgánica y de la Institución, 
por el de Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, reflejando la 
competencia que a través de casi 65 años se le ha ido asignado” (TFJFA, s/a).
“La reforma al marco jurídico del TFJFA de 2016 expide una nueva Ley Orgánica, la 
cual señala que este Tribunal será parte del Sistema Nacional Anticorrupción” (Ley 
Orgánica TFJFSA, 2016), “que derivó de la Reforma al Artículo 113 de la CPEUM 
115Los Órganos Constitucionales Autónomos del Estado Mexicano,
¿elementos de combate a la corrupción y para el impulso al desarrollo Regional? -
José Luis Martínez Mejía y Angélica Cazarín Martínez
de 2015. La reforma constitucional integra al Presidente del TFJFA al Sistema 
Nacional Anticorrupción” (CPEUM, 1917, p. A.113). 
Fundamento Constitucional de su Autonomía y para integrar órganos de gobierno
La CPEUM, en su Artículo 73, fracción XXIX-H, faculta al Legislativo para crear y otorgar 
autonomía al TFJFA, en sus párrafos sexto y séptimo:
(6) “Los Magistrados de la Sala Superior serán designados por el Presidente de 
la República y ratificados por el voto de las dos terceras partes de los miembros 
presentes del Senado de la República […]”.
(7) “Los Magistrados de Sala Regional serán designados por el Presidente de la 
República y ratificados por mayoría de los miembros presentes del Senado de la 
República [...]” (CPEUM, 1917, p. A.73).
3.14 Instituto Nacional Electoral (INE)
¿Qué es y qué hace?
Uno de los objetivos de la Reforma de 2014 consistió en homologar los estándares 
para organizar los procesos electorales federales y locales […] El INE designará a 
los consejeros de los organismos electorales locales y podrá asumir las funciones 
que le corresponden a dichos institutos en los casos que la ley prevea […] A petición 
de los partidos políticos, podrá organizar la elección de sus dirigentes. Garantizará 
que los candidatos independientes tengan acceso a tiempos del Estado en radio y 
televisión […] Verificará que se cumplan requisitos para solicitar consultas populares 
y realizará las actividades para su organización, cómputo y declaración de resultados 
(INE, s/a).
El INE conlleva una centralización del poder político en favor de la federación, que se suma 
al despojo gradual que se les ha hecho a los estados sobre parte de sus atribuciones, en un 
revertimiento del federalismo planteado en la CPEUM (1917), instrumentado a través de la 
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emisión de leyes generales que restringen a los congresos estatales en su posibilidad de emitir 
leyes locales y sujetar el orden jurídico local al establecido en las leyes generales.
El federalismo incluía la organización de sus elecciones, cada entidad establecía 
sus órganos electorales, los cuales siempre fueron a semejanza de los federales cuando 
estos fueron por medio de la CFE. Los estados integraron sus comisiones locales, hasta la 
transformación de la CFE en el IFE, que les llevó a conformar sus institutos locales siguiendo 
al IFE hasta su ciudadanización. Al cierre del 2017, de 291 ordenamientos jurídicos vigentes 
emitidos por el Legislativo de la Unión (CPEUM, códigos y leyes): 46 son leyes generales 
(15.8%), y de ellas 35 (76%) fueron emitidas a partir del año 2000, lo que muestra la visión 
centralizadora que ha privado en el país en los tres últimos gobiernos federales.
Antecedentes históricos
La Comisión Federal Electoral (1946-1990) y el Instituto Federal Electoral (1990-2014). 
“La celebración de elecciones periódicas para la renovación de los poderes, Legislativo y 
Ejecutivo, está señalada desde el texto original de la Constitución de 1917, en sus artículos 
51, 56 y 81, y en las leyes electorales de 1917, 1918, 1946, 1951, 1973, 1977” (INE, s/a). 
Los poderes ejecutivos federal y locales se encargaron de ello hasta 1994, ciudadanizándose 
los organismos electorales a partir de 1996. La reforma electoral de 2014 transformó al IFE 
en INE y de paso a sus similares de las entidades federativas, facultando al INE para “[…] 
designar y remover a los integrantes […] de los organismos públicos locales, […]” (CPEUM, 
1917, p. A.41).
Fundamento Constitucional de su Autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 41, fracción V, párrafo primero:
La organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través del 
Instituto Nacional Electoral y de los organismos públicos locales, en los términos 
que establece esta Constitución; En el párrafo primero del Apartado A de la misma 
fracción V: “[…] El Instituto Nacional Electoral es un organismo público autónomo 
dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios en cuya integración participan 
el Poder Legislativo de la Unión, los partidos políticos nacionales y los ciudadanos, 
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en los términos que ordene la ley [...]” y en el párrafo quinto del mismo apartado 
A, (5) El consejero Presidente y los consejeros electorales [...] Serán electos por el 
voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados 
[…] Al vencimiento […] sin que se hubiere concretado la elección […] el Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación realizará […] la designación mediante 
insaculación de la lista conformada […] (CPEUM, 1917, p. A.41).
La designación final la hace la Cámara de Diputados, lo que equivale a que lo hagan los 
partidos hegemónicos, lo que de hecho se convierte en un reparto de cuotas por partido.
3.15 Organismos Jurisdiccionales Electorales de los Estados (OJEE)
¿Qué son y qué hacen?
La reforma electoral de 2014 incluyó a los órganos jurisdiccionales electorales de los 
estados, en lo que pretende ser la edificación de un sistema nacional jurisdiccional electoral, 
responsables de resolver los medios de impugnación que se presenten en torno a la 
celebración de procesos electorales locales; sin embargo, la consolidación de estos órganos 
aún es larga, compleja e inacabada, y tendrán que pasar por una etapa de asimilación por parte 
de los ejecutivos y legislativos locales, acostumbrados a no tener que lidiar con instancias 
que pongan en evidencia la forma en que resuelven sus procesos electorales. No obstante, 
lo anterior podría considerarse como una invasión de las atribuciones locales, plasmadas en 
los artículos 40 y 41 de la CPEUM, por lo que la reforma de 2014 fue en detrimento de las 
entidades federativas.
Antecedentes históricos
1987 se crea el Tribunal de lo Contencioso Electoral (TRICOEL), 1990 cambió su 
nombre por el de Tribunal Federal Electoral (TRIFE), 1996, con la modificación 
de la Constitución, se creó el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
(TEPJF). Cuenta con cinco Salas Regionales, que la reforma de 2007, estableció 
que funcionarían de manera permanente, al igual que sus atribuciones, en lugar de 
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hacerlo de forma temporal, como ocurría desde 1991, con facultades que solamente 
duraban en los procesos electorales federales (TEPJF, s/a).
En el ámbito federal se ha consolidado la instancia de la materia; sin embargo, en las 
instancias locales no han tenido un desarrollo similar. Hasta antes de 2014 quedaban al 
arbitrio de los legislativos locales, lo que diferenciaba las cualidades en la impartición de 
la justicia electoral en los estados, la reforma electoral federal de 2014 los incluyó con la 
finalidad de homologarlos y homogenizar su actuación, sustrayendo del ámbito local la 
designación de sus integrantes. La justicia electoral en nuestro país ha tenido una historia 
ligada al debate sobre la politización de la justicia y la judicialización de la política:
La democracia y la justicia no se han desenvuelto históricamente en forma aislada; 
a lo largo del tiempo, han tenido expresiones que las implican una a la otra y, su 
influencia recíproca, ha dado lugar al doble fenómeno: la politización de la justicia 
y la judicialización de la política […] Hay una constante histórica cuya pretensión 
se centra en mantener a la justicia ajena de cualquier contacto con los factores 
beligerantes de la política y a la influencia pretendidamente negativa que ella ejerce 
sobre los órganos encargados de impartirla, ello, sin embargo, corresponde a un 
prejuicio que supone que la política ejercida sobre los ámbitos judiciales contamina 
la recta aplicación de la justicia y obstruye sus fines, y se concluye en el sofisma 
de que un verdadero Estado de Derecho requiere independencia por parte de la 
magistratura de las razones que mueven a las fuerzas políticas (Duarte, 2002, p. 28).
Duarte hace dos afirmaciones que caracterizan lo que ha sido la dificultad histórica en la 
impartición de la justicia electoral en nuestro país: la primera a partir de dónde la intervención 
del Poder Judicial en los procesos de elección de los integrantes del Ejecutivo y el Legislativo 
incurre en la politización de la justicia y la judicialización de la política; la segunda es que 
el sofisma de que un verdadero Estado de Derecho requiere independencia por parte de la 
magistratura de las razones que mueven a las fuerzas políticas.
La no intervención de los magistrados en asuntos políticos crea un limbo jurídico, al 
amparo de que se cometen todo tipo de atropellos, a sabiendas de que estos se abrigarán 
en la impunidad judicial que les otorga su naturaleza política. No debe perderse de vista 
que la fuente de integración del Poder Judicial emana del Poder Legislativo, cuyos actos 
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aún y cuando están regulados jurídicamente, no son ajenos de la preferencia partidista al 
momento de seleccionar a una persona para que sea parte del Poder Judicial. Sin embargo, los 
magistrados no deberían desoír, ni desentenderse de lo que sucede en la política, en virtud de 
que esta se rige por normas jurídicas que pueden ser violentadas, lo que de hecho obligaría a 
los ministros a conocer y resolver sobre los perjuicios de las violaciones referidas.
Fundamento Constitucional de su Autonomía y para integrar órganos de gobierno
CPEUM, Artículo 116, fracción IV, inciso C, numeral 5: “Las autoridades electorales 
jurisdiccionales se integrarán por un número impar de magistrados, quienes serán electos 
por las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores, previa 
convocatoria pública, en los términos que determine la ley” (CPEUM, 1917, p. A.116).
4. Qué hacer respecto a los OCAE
Inscritos en la CPEUM, en los últimos años (a excepción de la UNAM), ha sido la respuesta 
que el Estado ha pretendido dar a los reclamos de la sociedad sobre su actuar insatisfactorio 
y opaco; sin embargo, no han logrado alcanzar los objetivos que pretendió su creación, en 
razón de que, en un afán del Estado por controlarlos, ha partidizado los procesos para su 
integración, anulando parte de la autonomía otorgada, haciéndolos ajenos a la sociedad quien 
no confía del todo en ellos. Se hace necesario debatir sobre la conveniencia reconocerlos 
como un cuarto poder público y sobre los mecanismos para su integración, para que no partan 
del Ejecutivo al Legislativo (ver Cuadro 2).
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Cuadro 2. Fuente de la designación de los titulares de los OCAE
OCAE Propone integrantes de 
órganos de gobierno




UNAM Consejo Universitario Consejo Universitario Plena
BANXICO Presidente Senado Debate
INEGI Presidente Senado Debate
COFECE Presidente Senado Debate
IFT Presidente Senado Debate
SPREM Presidente Senado Debate
T.S.A Presidente Senado Debate
TFJFA Presidente Senado Debate
INEE Presidente Senado Debate
CNDH Senado Senado Debate
INAIP Senado Senado Debate
CONEVAL Diputados Diputados Debate
INE Congreso y partidos Diputados Debate
OJEE Senado Senado Debate
Fuente: Cámara de Diputados, 1917.
Conclusiones
1. Emanados de decisiones políticas, tomadas en respuesta a presiones sociales sobre el 
Estado, vinculadas con corrupción e ineficiencia; creados para aliviar dicha presión 
trasladando la crítica hacia dichos órganos.
2. No han sido jurídicamente sustentados a plenitud, se han incorporado a la CPEUM 
mediante reformas que resultan contradictorias, que les otorgan facultades de poder 
público sin reconocerles dicho status.
3. No han combatido la corrupción, ni han favorecido el desarrollo, por causa de los 
procesos para su integración, los cuales están partidizados, y esto acota su autonomía 
al convertir a las designaciones en un reparto de cuotas políticas.
En la búsqueda de alternativas para solucionar inconsistencias en los OCAE, se 
proponen cambios generales como principio para consolidarlos como entes de combate a la 
corrupción, y para que sirvan a cualquier modelo de desarrollo:
121Los Órganos Constitucionales Autónomos del Estado Mexicano,
¿elementos de combate a la corrupción y para el impulso al desarrollo Regional? -
José Luis Martínez Mejía y Angélica Cazarín Martínez
1. Reconocerlos constitucionalmente como cuarto poder público, sujetando sus 
resoluciones al control constitucional interpretado por el Poder Judicial. 
2. Despartidizar los mecanismos para la integración de sus órganos de gobierno, 
estableciendo uno que combine la evaluación de aspirantes y la selección vía 
insaculación de quienes resulten calificados como aptos para el cargo.
3. Otorgar constitucionalmente al pueblo facultad para revocar el mandato de los titulares 
de OCAE, cuando existan causas graves para ello.
4. Convertir en OCAE a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, extrayéndola de dicho poder, al igual que a la Auditoría Superior de la 
Federación, sustrayéndola de la Cámara de Diputados, y restando a esta la facultad de 
fiscalizar los recursos públicos.
5. Extraer del Ejecutivo los sectores educativo y de salud, para que se administren bajo la 
figura de un OCAE, ajenos a la temporalidad sexenal de los gobiernos.
6. Establecer que quienes hayan sido titulares de algún OCAE, no podrán ser parte de 
alguno de los otros, hasta no haber transcurrido al menos 5 años de la conclusión de su 
encargo, período en el que gozarían de un haber de retiro. 
7. Establecer el servicio civil de carrera en los OCAE, con plena garantía de derechos 
laborales y sociales, para profesionalizar a sus trabajadores y acotar la permeabilidad 
laboral de estos entre poderes.
8. Crear una Ley Orgánica de los OCAE a semejanza de la que tienen los tres poderes, 
para definir criterios comunes y eliminar vacíos jurídicos.
Las OCAE, superadas sus deficiencias y contradicciones, pueden constituirse en el 
detonante para la construcción de una sociedad deliberante, responsable y participativa, que 
encabece la lucha contra la corrupción, y en favor del desarrollo.
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